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Concepto No. 5593

Bogotá, D.C., 2 de julio de 2013 
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 29 de la Ley 1617 de 2013.

Actor: GERMÁN ALBERTO SÁNCHEZ ARREGOCÉS.


Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS.


Expediente No. D-9605


Concepto No. 5593
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó en ejercicio de su ciudadanía GERMÁN ALBERTO SÁNCHEZ ARREGOCÉS contra el artículo 29 de la Ley 1617 de 2013, el cual se cita textualmente:
“LEY 1617 DE 2013
(5 de febrero de 2013) 

Diario Oficial No. 48.695 de 5 de febrero de 2013
"Por medio de la  cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones" 

(…)

ARTÍCULO 29. MOCIÓN DE OBSERVACIONES. En ejercicio de sus funciones de control político, los concejos distritales podrán formular moción de observaciones respecto de los actos de los funcionarios sobre quienes se ejerce este control, en aquellos eventos en que luego de examinadas las actuaciones o las medidas adoptadas por el funcionario citado se encuentra que, a juicio de la corporación, estas no satisfacen los fines de la función pública en general y en especial los intereses del distrito como tal o de su comunidad.

Concluido el debate, su promotor o los concejales que consideren procedente formular la moción de observaciones respecto de las actuaciones del funcionario citado deberán presentar la correspondiente solicitud para su aprobación o rechazo por la plenaria del concejo distrital en sesión que se realizará entre el tercero y el décimo día siguientes a la terminación del debate. Para ser aprobada la moción de observaciones se exige el voto favorable de las dos terceras partes (2/3) de sus miembros. Una vez ello ocurra, si la decisión cuestionada es un acto administrativo o policivo que se pueda revocar directamente sin aceptación de particulares, el funcionario estará obligado a proceder de esa manera. Si ello no es posible, el funcionario estará obligado a iniciar los trámites judiciales tendientes a la revocatoria (sic.)”.
1. Planteamiento de la demanda
El ciudadano SÁNCHEZ ARREGOCÉS afirma que la moción de observaciones que pueden formular  los concejos distritales respecto de los actos de los funcionarios sobre los cuales ejercen este control político, vulneró el control político establecido constitucionalmente para ser ejercido por esos cabildos porque el mismo consiste en la competencia para imponer la moción de censura a los secretarios de despacho. Al respecto afirma:

“Finalmente, en el informe de ponencia de la Comisión primera constitucional permanente del Senado de la República –con fundamento en una sentencia de esta Corte en la que se interpretó el alcance y sentido de una norma constitucional vigente en esa oportunidad- decidió suprimir la expresión “y de censura” y los incisos segundo y tercero de dicha disposición bajo el entendido que no eran aplicable (sic.) a los funcionarios distritales. Así se expresó el ponente respecto de la modificación propuesta:

(…)

“Se propone eliminar, de este proyecto, la figura de la moción de censura, toda vez que esta no es procedente para los funcionarios del orden distrital y se propone complementar el texto respecto de la moción de observaciones.

En ese sentido tenemos el pronunciamiento de la Corte Constitucional que refiere lo siguiente: (...la consagración de una moción de censura para los funcionarios del orden distrital no resulta compatible con el diseño que el Constituyente hizo de esta figura, estatuida en los numerales 8 y 9 del artículo 135 de la Carta Política como atribución propia del Congreso de la República y respecto de los ministros del despacho. De esta forma, al tener una estructura eminentemente constitucional, la regulación que el legislador propone en el último inciso del artículo 8º objetado por el gobierno resulta inconstitucional). Sentencia C-063 de 2002. (resaltado fuera de texto)”

En estas condiciones, el Congreso de la República aprobó una disposición legal partiendo de una lectura e interpretación descontextualizada del ordenamiento jurídico en relación con la moción de censura. En efecto, la aplicación de esta figura se halla vigente desde el año 2007, según puede apreciarse del Acto Legislativo 01 de 2007 que amplió el alcance y los efectos jurídicos del instrumento anotado a las corporaciones de elección popular del nivel territorial departamental, distrital y municipal. De modo que el Acto Legislativo en cita, adicionó los numerales 11 y 12 al artículo 313 de la Constitución Política, como se señala a continuación:

(…)

12. Adicionado A.L. 1/2007, art. 6° - Proponer moción de censura respecto de los Secretarios del Despacho del Alcalde por asuntos relacionados con funciones propias del cargo o por desatención a los requerimientos y citaciones del Concejo Distrital o Municipal. La moción de censura deberá ser propuesta por la mitad más uno de los miembros que componen el Concejo Distrital o Municipal. La votación se hará entre el tercero y el décimo día siguientes a la terminación del debate, con audiencia pública del funcionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que integran la Corporación. Una vez aprobada, el funcionario quedará separado de su cargo. Si fuere rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que la motiven hechos nuevos. La renuncia del funcionario respecto del cual se haya promovido moción de censura no obsta para que la misma sea aprobada conforme a lo previsto en este artículo.
(…)

Con base en lo expuesto, se solicita declarar la inconstitucionalidad de la norma demandada – disposición legal -artículo 29 de la Ley 1617 de 2013-, que establece la facultad potestativa a los concejos distritales, para cumplir con su deber de vigilancia y control político sobre los órganos y autoridades de la administración distrital, para formular “moción de observaciones” –no moción de censura- respecto de los actos de los funcionarios distritales.”.
2.
Problema jurídico
Corresponde establecer si la moción de observaciones que pueden formular  los concejos distritales respecto de los actos de los funcionarios sobre los cuales ejercen este control político, violó el control político establecido constitucionalmente para ser ejercido por esos cabildos, consistente en la competencia para imponer la moción de censura a los secretarios de despacho.
3.
Análisis Jurídico
Para resolver el presente problema jurídico se analizará el contexto legal en el cual se encuentra inmersa la figura de la moción de observación cuestionada, cual es el régimen de los distritos.
En principio, podría decirse que la Carta Política establece un régimen especial aplicable a los distritos, como se desprende de su artículo 228, el cual prescribió que “(e)l Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, el Distrito Turístico, Cultural e histórico de Santa Marta y Barranquilla conservarán su régimen y carácter, y se organiza a Buenaventura y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, Portuario, Biodiverso y Ecoturísmo”. A partir de esa regulación superior, resulta procedente la expedición de la Ley 1617 de 2013, con la finalidad de consagrar el régimen para los distritos especiales. Por consecuencia, dentro de dicho régimen legal especial se reguló lo correspondiente a los concejos distritales, incluida la moción de observaciones objeto de la presente demanda. 
En relación con la moción de observaciones aludida, desde el punto de vista fáctico, puede decirse que el demandante tiene razón en señalar que el legislador tuvo la intención de eliminar la figura de la moción de censura aplicable a los servidores públicos del orden distrital y, a cambio, reemplazarla por una moción de observaciones, utilizando erróneamente, como argumento justificativo de tal eliminación, lo consignado en la sentencia C-063 de 2002 sobre la imposibilidad de la procedencia de la moción de censura como competencia de los concejos distritales, ya que los numerales 11 y 12 del artículo 313 de la Constitución Política, adicionados por el artículo 6 del Acto Legislativo 01 de 2007, sí la contemplan expresamente en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 313. Corresponde a los concejos:

(…)

11. En las capitales de los departamentos y los municipios con población mayor de veinticinco mil habitantes, citar y requerir a los secretarios del despacho del alcalde para que concurran a las sesiones. Las citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de cinco (5) días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los Secretarios no concurran, sin excusa aceptada por el Concejo Distrital o Municipal, este podrá proponer moción de censura. Los Secretarios deberán ser oídos en la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de que el debate continúe en las sesiones posteriores por decisión del concejo. El debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y deberá encabezar el orden del día de la sesión.

Los concejos de los demás municipios, podrán citar y requerir a los Secretarios del Despacho del Alcalde para que concurran a las sesiones. Las citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de cinco (5) días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los Secretarios no concurran, sin excusa aceptada por el Concejo Distrital o Municipal, cualquiera de sus miembros podrá proponer moción de observaciones que no conlleva al retiro del funcionario correspondiente. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que integran la corporación.

12. Proponer moción de censura respecto de los Secretarios del Despacho del Alcalde por asuntos relacionados con funciones propias del cargo o por desatención a los requerimientos y citaciones del Concejo Distrital o Municipal. La moción de censura deberá ser propuesta por la mitad más uno de los miembros que componen el Concejo Distrital o Municipal. La votación se hará entre el tercero y el décimo día siguientes a la terminación del debate, con audiencia pública del funcionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que integran la Corporación. Una vez aprobada, el funcionario quedará separado de su cargo. Si fuere rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que la motiven hechos nuevos. La renuncia del funcionario respecto del cual se haya promovido moción de censura no obsta para que la misma sea aprobada conforme a lo previsto en este artículo”.
Dicha argumentación y decisión errónea se puede apreciar en lo consignado en la ponencia para primer debate en la Comisión Primera del Senado de la República al Proyecto de ley 240 de 2012 Senado, 147 de 2011 Cámara, publicada en la Gaceta del Congreso 645 de 2012, así:
“12. Artículo 30. Moción de observaciones y de censura. En ejercicio de sus funciones de control político, los concejos distritales podrán formular moción de observaciones y censura respecto de los actos de los funcionarios sobre quienes se ejerce este control, en aquellos eventos en que luego de examinadas las actuaciones o las medidas adoptadas por el funcionario citado se encuentra que, a juicio de la corporación, estas no satisfacen los fines de la función pública en general y en especial los intereses del distrito como tal o de su comunidad.

Concluido el debate, su promotor o los concejales que consideren procedente formular la moción de observaciones respecto de las actuaciones del funcionario citado deberán presentar la correspondiente solicitud para su aprobación o rechazo por la plenaria del concejo distrital en sesión que se realizará entre el tercero y el décimo día siguiente a la terminación del debate. Para ser aprobada la moción de observaciones se exige el voto favorable de las dos terceras partes (2/3) de sus miembros.

Para proponer la moción de censura la tercera parte de los miembros que componen el concejo distrital podrá proponer moción de censura respecto de los secretarios de despacho del Alcalde Distrital por asuntos relacionados con funciones propias del cargo, o por desatención a los requeri mientos y citaciones de la asamblea.

La votación se hará entre el tercero y el décimo día siguiente a la terminación del debate, con audiencia pública del funcionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que integran la corporación. Una vez aprobada, el funcionario quedará separado de su cargo. Si fuere rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que la motiven hechos nuevos. La renuencia del funcionario respecto del cual se haya promovido moción de censura no obsta para que la misma sea aprobada conforme a lo previsto en este artículo.

Comentario: Se propone eliminar, de este proyecto, la figura de la moción de censura, toda vez que esta no es procedente para los funcionarios del orden distrital y se propone complementar el texto respecto de la moción de observaciones.

En ese sentido tenemos el pronunciamiento de la Corte Constitucional que refiere lo siguiente: (...la consagración de una moción de censura para los funcionarios del orden distrital no resulta compatible con el diseño que el Constituyente hizo de esta figura, estatuida en los numerales 8 y 9 del artículo 135 de la Carta Política como atribución propia del Congreso de la República y respecto de los ministros del despacho. De esta forma, al tener una estructura eminentemente constitucional, la regulación que el legislador propone en el último inciso del artículo 8º objetado por el gobierno resulta inconstitucional). Sentencia C-063 de 2002.

Texto propuesto:

Artículo 30. Moción de observaciones. En ejercicio de sus funciones de control político, los concejos distritales podrán formular moción de observaciones respecto de los actos de los funcionarios sobre quienes se ejerce este control, en aquellos eventos en que luego de examinadas las actuaciones o las medidas adoptadas por el funcionario citado se encuentra que, a juicio de la corporación, estas no satisfacen los fines de la función pública en general y en especial los intereses del distrito como tal o de su comunidad.

Concluido el debate, su promotor o los concejales que consideren procedente formular la moción de observaciones respecto de las actuaciones del funcionario citado deberán presentar la correspondiente solicitud para su aprobación o rechazo por la plenaria del concejo distrital en sesión que se realizará entre el tercero y el décimo día siguiente a la terminación del debate. Para ser aprobada la moción de observaciones se exige el voto favorable de las dos terceras partes (2/3) de sus miembros. Una vez ello ocurra, si la decisión cuestionada es un Acto Administrativo o policivo que se pueda revocar directamente sin aceptación de particulares, el funcionario estará obligado a proceder de esa manera. Si ello no es posible, el funcionario estará obligado a iniciar los trámites judiciales tendientes a la revocatoria”.
En consecuencia, lo anterior demuestra que la moción de observaciones aprobada en el artículo 29 de la Ley 1617 de 2013 resulta contraria a la Carta Política debido a que su contenido y consecuencias son totalmente diferentes a las establecidas para la moción de censura constitucional que le corresponde aplicar a los concejos distritales, con el efecto agravante que esa norma legal reemplaza o sustituye a la norma constitucional en materia de control político, en lugar de desarrollarla.
En efecto, mientras que la moción de censura constitucional que le corresponde aplicar a los concejos distritales se aplica a los secretarios de despacho del alcalde y trae como consecuencia la separación del funcionario del cargo de secretario, la moción de censura legal se aplica a los secretarios de la administración distrital, alcaldes locales, directores de departamentos administrativos distritales o gerentes y jefes de entidades descentralizadas distritales, así como al personero y al contralor distrital, y tiene  como consecuencia la obligación, para el funcionario a quien se le formula la observación, de revocar el acto administrativo o policivo que haya expedido, o a iniciar los trámites judiciales para su “revocatoria”. 
Dicha consecuencia de revocación de los actos administrativos, además, implica una violación del principio de separación funcional del poder público, porque se está ejerciendo un control eminentemente jurídico por vía política, invadiendo las competencias propias del funcionario administrativo y del poder judicial para controlar los actos administrativos y policivos, tal como expresamente lo señaló la Corte Constitucional en la providencia C-063 de 2002 –erróneamente interpretada por el Congreso de la República para volver a insistir en una figura de moción de observaciones que fue declarada inexequible en dicha providencia-, en los siguientes términos:
“En el caso objeto de estudio, se advierte que el artículo 8º del proyecto cumple a cabalidad con estos parámetros, salvo en lo que tiene que ver con la consecuencia de la moción de observaciones, es decir, la obligatoriedad de revocación de actos administrativos o la interposición de acciones judiciales por parte del funcionario cuyas actuaciones sean objeto de observación, puesto que se supera el ámbito de la crítica pública y del reproche político y se materializa una injerencia desproporcionada que atenta contra los principios de separación de funciones administrativas y de reparto de competencias (C.P. arts. 1º, 2º, 4º, 6º, 121, 312, 313 y 314).

En efecto, no resulta razonable a la luz de los principios constitucionales mencionados sostener, como lo hace el artículo en estudio, que de la moción de observaciones derive indefectiblemente la ilegalidad de la actuación cuestionada, pues no deslinda entre la gestión a cargo del funcionario distrital y la constitucionalidad o legalidad de sus decisiones; por el contrario transforma y desnaturaliza el control eminentemente político a uno de carácter jurídico no previsto en la Carta como atribución de las corporaciones administrativas de elección popular.

(…)

Por lo anterior, la Corte declarará fundada las objeción respecto de la expresión “Una vez ello ocurra, si la decisión cuestionada es un Acto Administrativo o policivo que se pueda revocar directamente sin aceptación de particulares, el funcionario estará obligado a proceder de esa manera. Si ello no es posible, el funcionario estará obligado a iniciar los trámites judiciales tendientes a la revocatoria”, contenida en el inciso segundo del artículo 8º del proyecto de ley de la referencia…”.
Por tanto, se solicitará a la Corporación Judicial declarar contraria al orden superior la moción de observaciones analizada, por resultar incompatible con la moción de censura constitucional que les compete aplicar a los concejos distritales, amén de vulnerar el principio de la separación funcional del poder público en materia de control de los actos administrativos y policivos.
4.
Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar INEXEQUIBLE el artículo 29 de la Ley 1617 de 2013.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador    General   de  la  Nación

GMR/JD Contreras B.
PAGE  
9

[image: image1.png][image: image2.png]